Carátula 


COMISIÓN DE HACIENDA 


(Sesión celebrada el día 1 de noviembre de 2018). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 10:08). 
—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes). 
«-Carpeta n.” 1207/2018. Deudores del Banco de Previsión Social. 


Versión taquigráfica de las palabras del edil Oscar Rodríguez de la Junta Departamental de 
Durazno relacionadas con la ley de inclusión financiera». 


—Ya fue repartido vía correo electrónico. 


Con mucho gusto recibimos al ministro de Trabajo y Seguridad Social, señor Ernesto Murro, y 
al subsecretario de Economía y Finanzas, contador Pablo Ferreri, para hablar del proyecto de ley sobre 
los deudores del Banco de Previsión Social, carpeta n.* 1207/2018, distribuido n.* 2170/2018, que 
viene con media sanción de la Cámara de Representantes. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Señor presidente: para nosotros es un 
gusto concurrir en el día de hoy para comentar este proyecto de ley. Más allá de las preguntas que 
obviamente puedan surgir, hay que destacar que fue votado por unanimidad en la Cámara de 
Representantes. 


El proyecto de ley propone reformar el inciso primero del artículo 9* de la Ley n.* 17963 del 
año 2006. Ya hace más de diez años que está vigente el beneficio que actualmente el Poder Ejecutivo 
tiene la facultad de otorgar en el mes de diciembre, que consiste en tener hasta un 10 % de descuento 
en función de las obligaciones que surjan para las empresas ese mes. Cabe recordar que ese mes 
están las obligaciones mensuales habituales más las que se generan por el medio aguinaldo que hay 
que pagar en ese momento. 


Ahora bien, fruto de un trabajo conjunto entre el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y el 
Ministerio de Economía y Finanzas, entendimos que era bueno refinar o sofisticar esta herramienta, 
este posible beneficio que el Poder Ejecutivo tiene la facultad de otorgar y focalizarlo en aquellas 
empresas que en general tengan una mayor debilidad o sufran de manera más importante los impactos 
de los vaivenes económicos. Con esto quiero decir que entendemos necesario focalizar este tipo de 
beneficios en las pequeñas y medianas empresas de nuestro país, que superan el 95 % de las 
empresas del Uruguay. 


Por lo tanto, lo que se está proponiendo aquí es focalizar ese beneficio. Aclaro que esto no 
busca reducir la resignación fiscal que implica dar el beneficio que actualmente se otorga, sino 
redireccionarla. En consecuencia, a la vez que se focaliza en las pequeñas y medianas empresas, se 
aumenta el descuento que se tiene la posibilidad de dar. Mientras que la ley vigente otorga la facultad 
de dar como beneficio un descuento de hasta el 10 %; en este proyecto de ley se propone focalizarlo 
en las pequeñas y medianas empresas y que llegue hasta un 15 %. Quiere decir que se focaliza en el 
95 % de las empresas, abarca a la enorme mayoría de las empresas del Uruguay, dando un beneficio 
de un 50 % superior al que hoy se tiene la facultad de otorgar. 


A nuestro juicio, es una muy buena iniciativa. Obviamente, esto no pretende cambiar las 
reglas de juego de un momento para el otro. En el proyecto de ley que se envió se establece que esta 
disposición comienza a regir al año siguiente de la promulgación de la ley. Si esta ley fuera aprobada 


en el correr de este mes, la posibilidad de otorgar un descuento para este año, que el Poder Ejecutivo 
ejercerá porque ya se promulgó el decreto para ello, será de un 10 % para todas las empresas, como 
venía siendo en los años anteriores. Pero se tendrá la facultad de dar un 15 % a las Pymes a partir del 
año 2019. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- A vía de ejemplo, en el BPS, a diciembre 
de 2017, hay registradas alrededor de 280.000 empresas. En diciembre de este año, por el decreto 
que acabamos de aprobar con la normativa vigente del 10 %, se beneficiarán unas 160.000 empresas, 
lo que significa una renuncia fiscal o un beneficio a las empresas de aproximadamente 
USD 10:000.000. Eso es lo que va a ocurrir en diciembre cuando las empresas abonen sus 
contribuciones de seguridad social en el mes de enero. 


Creemos que esta iniciativa beneficia mejorando el estímulo a las micro, pequeñas y 
medianas empresas —que, como se sabe, son la inmensa mayoría del país—- dándoles un estímulo 
mayor para mantener la buena conducta contributiva. 


Asimismo, recordamos que, a nivel del BPS, además de este mecanismo que ha sido muy útil 
y efectivo y surge por aplicación de la Ley n.” 17963 del año 2006, existe otro que también resulta 
estimulante para la buena conducta de las empresas y radica en que cuando las empresas durante 
doce meses pagan en fecha, tienen la oportunidad de en un mes pagar fuera de fecha, sin multas ni 
recargos, dentro del mismo mes que les corresponde pagar. Esta ley del año 2006 y esta normativa 
han permitido una mejora de la recaudación y de la formalización que no solamente beneficia a las 
buenas empresas contribuyentes, sino también a los trabajadores y sus familias. 


SEÑOR AMORÍN.- Quisiera plantear algunas dudas. En primer lugar, advierto que este beneficio se 
plantea para micro y pequeñas empresas y no para las medianas. 


En segundo término, en el último inciso del artículo único se dice que «el concepto de micro y 
pequeñas empresas, se estará a las definidas de tal manera por la reglamentación». Pregunto si se 
trata de la reglamentación ya existente o la que se creará. 


En tercer lugar, advierto que al redireccionar este beneficio hay empresas que van a dejar de 
recibirlo, o sea de las empresas medianas hacia arriba. 


Esas son mis preguntas. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Exactamente, señor senador; se está 
buscando redireccionar el beneficio hacia las micro y pequeñas empresas, que son aquellas que, como 
decíamos anteriormente, tienen una mayor fragilidad frente a un contexto económico más adverso. Al 
focalizar esto y darles un beneficio mayor se las protege de una manera más potente. Eso es lo que se 
busca. 


En cuanto a la duda sobre la reglamentación, aclaro que la norma refiere a la vigente. 
Uruguay tiene profusa normativa que define lo que son las micro-, pequeñas y medianas empresas y 
esos parámetros son bastante conocidos. A modo de ejemplo, según la normativa actual las micro- y 
pequeñas empresas son aquellas que tienen hasta 19 trabajadores. Como decíamos, esto cubre a algo 
más del 95 % de las empresas del Uruguay. Por lo tanto, entendemos que la cobertura sigue siendo 
muy amplia, casi universal, pero permite dar un beneficio incrementado en un 50 % con respecto a lo 
que se da hoy, justamente para apuntalar a estas empresas de menor dimensión. 


SEÑOR HEBER.- Quiero saludar y dar la bienvenida al ministro de Trabajo y Seguridad Social y al 
subsecretario de Economía y Finanzas que nos visitan hoy en esta comisión. 


Nuestro planteo no refiere al proyecto, que vamos a acompañar porque nos parece que 
propone un beneficio. 


La pregunta concreta es si el subsecretario Ferreri puede comentarnos la percepción que se 
tiene desde el Ministerio de Economía y Finanzas de las dificultades que enfrentan estas empresas. Si 
antes se daba el 10 % de beneficio y ahora el 15 % es porque se está constatando una dificultad en el 
pago de las micro- y pequeñas empresas. Esto es atacar las causas que de alguna manera llevan a 
que hoy muchas empresas tengan dificultades. 


Nosotros vamos a votar esta bonificación del 15 %, pero quisiéramos que nos haga un 
comentario acerca de qué es lo que percibe y cuál es la razón del incremento. La justificación que da el 
ministro se basa en la situación económica y esta es la que en cierto modo está provocando que 
algunas empresas no tengan la posibilidad de cumplir con sus aportes patronales. ¿No será mejor 
mirar en profundidad las causas que están llevando a que las micro y pequeñas empresas deban tener 
esta bonificación? Y, más que darles una bonificación, ¿no se podría ver cuál es el problema de 
rentabilidad que tienen? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Como expresábamos en los comentarios 
anteriores, obviamente las micro- y pequeñas empresas son las que tienen menos posibilidades de 
defenderse frente a los vaivenes económicos; eso ocurre en la economía uruguaya y en cualquier otra. 
Una empresa multinacional con sucursales en veinte países y miles de empleados tiene posibilidades 
de enfrentar una crisis regional o global de manera diferente a una empresa local con tres empleados. 


Este proyecto de ley está inspirado en el criterio general y no en un problema puntual que 
hayamos detectado en las micro- y pequeñas empresas en lo que hace a la disminución de pagos de 
sus obligaciones al Banco de Previsión Social. 


Cuando vemos la cantidad de empresas inscriptas en el Banco de Previsión Social por 
departamento y analizamos el cumplimiento de esas obligaciones en general, también por 
departamento del Uruguay, no detectamos una variación sustantiva ni mucho menos con respecto a los 
pagos que se venían haciendo y eso es algo que hay que destacar. Por supuesto, el señor ministro 
Murro puede dar mucha más información, pero puedo afirmar que nuestro país está atravesando un 
período histórico en cuanto al número de empresas registradas y de trabajadores cotizantes al Banco 
de Previsión Social. Por lo tanto, esto no está inspirado en un problema puntual de pago, sino en un 
criterio general que entendemos positivo utilizar. Siempre hay herramientas para promover la actividad 
económica y es bueno analizarlas y sofisticarlas en la medida de lo posible. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Aquí tenemos información vinculada a la 
cantidad de empresas registradas por departamento a diciembre de cada año. Aclaro que estamos 
hablando de las empresas que tienen domicilio fiscal en un determinado departamento y por sector de 
actividad. Si comparamos, por ejemplo, el año 2006 con el 2017, en los sectores más importantes que 
son industria y comercio y rural, vemos que en el 2006 había 155.008 empresas registradas en el BPS 
y en diciembre de 2017 ese número había ascendido a 203.770. Por lo tanto, estamos hablando de un 
aumento de casi 50.000 empresas más en este período. 


En el sector de la construcción, en el mismo período, de diciembre de 2006 al mismo mes de 
2017, el número de empresas registradas pasó de 4.431 a 5.849 y en el sector empleadores del trabajo 
doméstico, en ese período, el número pasó de 43.693 a 68.248. Si lo analizamos por departamento, 
veremos que durante ese período el número de empresas crece en todos ellos. Para dar algunos 
ejemplos voy a mencionar lo que ha sucedido en varios de ellos. En Artigas, de 2.814 empresas 
registradas se pasó a 3.635; en Colonia de 8.164 a 10.259; en Montevideo, de 59.356 a 80.795 y en 
Treinta y Tres, de 3.090 a 3.541. 


En consecuencia, el objeto de esta iniciativa es mejorar el estímulo a las pequeñas y 
medianas empresas y no que tengamos un problema por la disminución de las empresas registradas y 
aportando al BPS. Aquí se trata de agregar otro estímulo a los que se han ido aprobando durante estos 
años como, por ejemplo, el acceso a derechos de parte de los pequeños empresarios. En el pasado, 
en general, los empresarios no tenían derechos sino solamente obligaciones y ahora, dependiendo de 
determinadas condiciones como la cantidad de dependientes o el tamaño de la empresa, acceden al 
Sistema Nacional Integrado de Salud y a licencia por enfermedad, maternidad o paternidad. Lo mismo 
se ha hecho con relación a la gradualidad en los aportes para las nuevas empresas que se crean en el 
país. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Quisiera hacer un comentario final. Esto 
no quiere decir que no haya otros elementos a tener en cuenta, que pueden mejorar o potenciar la 
actividad de las pequeñas empresas, sobre todo de las que recién comienzan. 


El Poder Ejecutivo está trabajando en dos proyectos de ley que enviará a la brevedad — 
probablemente en el correr del mes de noviembre— sobre temas en los que los señores legisladores 
también han estado trabajando. Uno de ellos refiere a aspectos vinculados al emprendedurismo. Se 
trata de buscar alguna forma jurídica que permita tener cierta flexibilidad, por ejemplo, en los aspectos 
societarios. El otro tiene que ver con que las empresas uruguayas, si bien en los últimos catorce o 


quince años han invertido más de lo que ha sido el promedio histórico en nuestro país —la inversión 
total del Uruguay en la segunda mitad del siglo xx era del entorno del 13 % del PIB, en los últimos 
quince años se alcanzaron picos de 23 % o 24 % y hoy está en un 18% o 19 %-, se caracterizan por 
tener una muy baja inversión en investigación y desarrollo. Esto tiene que ver fundamentalmente con 
aspectos culturales de las empresas, pero también con que el arco normativo no es tan amigable 
como para que eso ocurra. Con apoyo del Banco Interamericano de Desarrollo se está trabajando en 
un proyecto de ley que permita mejorar los estímulos que específicamente tengan que ver con 
investigación y desarrollo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo algunas inquietudes. 


Parecería que no se cambian las reglas de juego para este año. Si se aprobara este proyecto 
de ley, comenzaría el año que viene. 


El artículo 9.” que se está modificando se conjuga con el artículo 8.* de la propia ley. 
Supongo que el 30 % fue por única vez en aquella instancia, pero lo que establece el artículo 8.* es 
que el beneficio es para los contribuyentes que cumplan con sus obligaciones, o sea que estamos 
estimulando a quienes cumplen con sus obligaciones, independientemente de los avatares de la 
economía. 


El ministro Murro decía que tenemos unas 280.000 empresas y 160.000 se están 
beneficiando con este mecanismo y representan unos USD 10:000.000. Con este nuevo régimen — 
todavía no lo sabemos porque no se aplicó—, ¿estaríamos hablando de la misma cantidad de dinero y 
de empresas o serían algunas más o menos? Quisiera saber si se tiene noción de eso o todavía está 
en estudio. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Las empresas beneficiarias van a ser 
menos porque pasamos una raya y tratamos de beneficiar a las micro- y pequeñas empresas y van a 
tener una mayor bonificación. Esto también va a depender —como ha sucedido hasta ahora— de la 
conducta tributaria de las empresas. Cuando comenzamos con esto —en 2006 o 2007— con una 
bonificación mayor del 30 %, como teníamos una conducta tributaria inferior a la actual, en el primer 
año solamente se beneficiaron 70.000 empresas, pese a que el incentivo era mucho mayor; ahora que 
se está dando un incentivo permanente del 10 % todos los años, se están beneficiando 160.000 
empresas, o sea más del doble, porque han mejorado la conducta tributaria y la formalización. Ojalá 
que esto siga mejorando, en particular en las micro- y pequeñas empresas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más preguntas, agradecemos al señor ministro de Trabajo y 
Seguridad Social y al señor subsecretario de Economía y Finanzas la información brindada. 


(Se retiran de sala el señor ministro de Trabajo y Seguridad Social y el señor subsecretario de 
Economía y Finanzas). 


Creo que estaríamos en condiciones de votar este proyecto de ley de los deudores del 
Banco de Previsión Social, que fue aprobado por unanimidad en la Cámara de Representantes. 


SEÑOR HEBER.- En el orden del día está este proyecto de ley que no tenemos inconveniente en 
votar, pero también hay otro que presentamos nosotros sobre los deudores del Banco Hipotecario del 
Uruguay y de la Agencia Nacional de Vivienda. El presidente recordará que las autoridades del Banco 
Hipotecario habían dicho que el costo del proyecto era de unos USD 200:000.000 o USD 250:000.000 
y yo había solicitado que se hiciera un desglose de ese cálculo para entender mejor las cifras. No se 
trata de una sentencia, sino de un cálculo. Nos gustaría que el Banco Hipotecario nos enviara el detalle 
de dicho cálculo para saber cuánto sería pasar de UR a Ul, a cuánto ascendería el recálculo de la 
deuda y cuál es la quita por el valor de mercado. Quisiéramos tener todos esos datos que seguramente 
están incorporados en una planilla electrónica. 


Ya hace alrededor de un mes y medio que los pedí, pero no me los han enviado. Por lo tanto, 
me gustaría que el presidente de la comisión insistiera para que nos manden la información del cálculo 


por el que se llega al valor de USD 200:000.000 como costo del proyecto de ley que tenemos a 
consideración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el día de hoy el presidente va a hacer una carta reiterando la inquietud del 
señor senador Heber y la información se le hará llegar a todos los senadores, junto con la versión 
taquigráfica para recordarles lo conversado. 


SEÑOR HEBER.- Perfecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si bien no es una decisión de la bancada, varios senadores tenemos la 
intención de seguir estudiando el tema hipotecario. Me gustaría volver a la consideración del proyecto 
de ley sobre el que estábamos hablando para ver si lo podemos votar y elegir al miembro informante. 


En definitiva, la iniciativa que refiere a los Deudores del Banco de Previsión Social tiene un 
solo artículo y ya ha sido leída. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑORA AYALA.- Propongo al señor presidente de la comisión como miembro informante. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
5 en 6. Afirmativa. 
Seguramente el tema se tratará el martes o el miércoles de la próxima semana. 


Con respecto al proyecto de ley relativo al Banco Hipotecario, vamos a reiterar la solicitud del 
señor senador Heber, haremos llegar la información a los demás señores senadores y el tema seguirá 
en el orden del día de la comisión. 


Se levanta la sesión. 


(Son las 10:35). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


